
Gaceta
Parlamentaria

Año XXIX Palacio Legislativo de San Lázaro, lunes 14 de septiembre de 2026 Número 7125-II-2-1

Lunes 14 de septiembre

CONTENIDO

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes General de Educación; General de Salud,
y General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, en materia de prevención y atención de la
salud mental en los entornos escolares, suscrita por
la diputada Diana Estefanía Gutiérrez Valtierra y las
y los legisladores integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de inteligencia artificial, suscrita
por la diputada Tania Palacios Kuri y las y los legis-
ladores integrantes del Grupo Parlamentario del
PAN

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en materia de inteligencia artificial,
seguridad digital y protección de niñas, niños y ado-

lescentes, suscrita por la diputada Tania Palacios
Kuri y las y los legisladores integrantes del Grupo
Parlamentario del PAN

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo y de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias,
suscrita por la diputada Tania Palacios Kuri y las y
los legisladores integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo, de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y de la
Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar
los Delitos en Materia de Trata de Personas y para
la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos
Delitos, en materia de prevención de la trata y la ex-
plotación en contextos turísticos, suscrita por la di-
putada Tania Palacios Kuri y las y los legisladores
integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

2

59

91

125

167

Anexo II-2-1



 

 1 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN, DE LA LEY GENERAL DE SALUD Y DE LA LEY GENERAL DE 
LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN MATERIA DE 
PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LA SALUD MENTAL EN LOS ENTORNOS 
ESCOLARES 

La que suscribe, Diputada Diana Estefanía Gutiérrez Valtierra, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional en la Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión en su LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de esta honorable 

asamblea la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Educación, de la Ley General 

de Salud y de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en 

materia de prevención y atención de la salud mental en los entornos escolares, al 

tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La salud mental constituye una dimensión inseparable del derecho humano a la 

protección de la salud y una condición indispensable para el desarrollo integral de 

las personas. Su importancia adquiere particular relevancia durante la niñez y la 

adolescencia, etapas en las que ocurren profundas transformaciones físicas, 

cognitivas, emocionales y sociales, y en las que las experiencias familiares, 

escolares y comunitarias pueden incidir de manera determinante en el bienestar 

presente y futuro. 

El orden constitucional mexicano ofrece fundamentos suficientes para una 

intervención legislativa en esta materia. El artículo 1º de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos reconoce los derechos humanos previstos en la 

propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
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es parte y obliga a todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, a 

promoverlos, respetarlos, protegerlos y garantizarlos conforme a los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. La protección de la 

salud mental en los entornos escolares se encuentra precisamente en la 

intersección de diversos derechos: el derecho a la protección de la salud, el derecho 

a la educación, el interés superior de la niñez y los derechos a la dignidad, la 

integridad, la intimidad, la igualdad y la no discriminación. 

El artículo 3º constitucional reconoce el derecho de toda persona a la educación y 

dispone que esta se basará en el respeto irrestricto de la dignidad de las personas, 

con un enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva, y tenderá a 

desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano. Por su parte, el 

artículo 4º reconoce el derecho de toda persona a la protección de la salud y 

establece que, en todas las decisiones y actuaciones del Estado, se velará y 

cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera 

plena sus derechos. Leídas conjuntamente, estas disposiciones exigen que niñas, 

niños y adolescentes cuenten con condiciones que favorezcan su desarrollo integral 

y con mecanismos efectivos de respuesta cuando su salud o su integridad se 

encuentren en riesgo. 

El marco internacional refuerza esta obligación. El artículo 12 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce el derecho 

de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. La 

Convención sobre los Derechos del Niño, por su parte, reconoce en su artículo 24 

el derecho de niñas y niños al disfrute del más alto nivel posible de salud y, en sus 

artículos 28 y 29, el derecho a la educación y la obligación de orientarla al desarrollo 

de la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física hasta el máximo de 

sus posibilidades. Esta relación entre salud, desarrollo y educación obliga a superar 

una visión exclusivamente reactiva de la salud mental. 

Proteger la salud mental no significa únicamente atender trastornos diagnosticados 

o intervenir cuando una persona atraviesa una crisis grave. Significa también 

promover condiciones que favorezcan el bienestar, prevenir factores de riesgo, 
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reducir el estigma, facilitar que las personas puedan solicitar ayuda, reconocer 

oportunamente señales que requieran valoración profesional y garantizar que 

quienes necesiten atención puedan acceder a ella y dar continuidad a su proceso. 

Esta perspectiva no pretende medicalizar las emociones, las dificultades ordinarias 

de la vida o los comportamientos propios del desarrollo; por el contrario, exige 

construir mecanismos capaces de distinguir entre situaciones diferentes y ofrecer a 

cada una la respuesta que corresponda. 

Esta necesidad adquiere especial relevancia tratándose de niñas, niños y 

adolescentes. La Organización Mundial de la Salud estima que una de cada siete 

personas de entre 10 y 19 años presenta algún trastorno mental y señala que la 

depresión, la ansiedad y los trastornos del comportamiento se encuentran entre las 

principales causas de enfermedad y discapacidad durante la adolescencia. 

Asimismo, identifica al suicidio como la tercera causa de muerte entre adolescentes 

mayores y personas adultas jóvenes de 15 a 29 años.1 

En México, la información disponible permite advertir que las necesidades 

relacionadas con la salud mental de la población adolescente no representan una 

realidad excepcional. Un análisis elaborado con información de la Encuesta 

Nacional de Salud y Nutrición Continua 2022 encontró que 45.8 por ciento de las y 

los adolescentes estudiados presentó uno o más de los síntomas depresivos 

considerados durante la semana previa al levantamiento, 31.1 por ciento presentó 

uno y 7.1 por ciento reportó dos.2 Estas cifras deben interpretarse con rigor: la 

presencia de síntomas no equivale por sí misma a un diagnóstico clínico de 

depresión. La distinción es fundamental para esta propuesta, pues una política 

responsable no debe convertir a la escuela en un espacio de diagnóstico 

generalizado, sino garantizar que exista capacidad para orientar y valorar 

profesionalmente cuando las circunstancias así lo requieran. 

 
1 Organización Mundial de la Salud, “Mental health of adolescents”, ficha informativa, actualización de 
1 de septiembre de 2025. 
2 Vázquez-Salas, A. y otros, “Sintomatología depresiva en adolescentes y adultos mexicanos: Ensanut 
2022”, Salud Pública de México, volumen 65, suplemento 1, 2023. 
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La información relativa a la conducta suicida muestra con mayor claridad la 

necesidad de construir mecanismos oportunos de respuesta. La Encuesta Nacional 

de Salud y Nutrición Continua 2023 estimó que 4.4 por ciento de las y los 

adolescentes de 10 a 19 años había intentado suicidarse alguna vez en la vida. La 

estimación presentó una diferencia relevante por sexo: 1.2 por ciento entre los 

hombres y 7.7 por ciento entre las mujeres.3 Por su parte, el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía reportó que en 2024 ocurrieron y fueron registradas 8 mil 

856 defunciones por suicidio de personas de 10 años y más en el país, equivalentes 

a una tasa de 6.8 por cada 100 mil habitantes. Entre las personas de 15 a 29 años, 

la tasa ascendió a 10.2 por cada 100 mil.4 

Estos datos no significan que toda necesidad de salud mental conduzca a una 

conducta suicida ni que toda intervención deba organizarse en torno a los casos 

más extremos. Su relevancia consiste en mostrar las consecuencias que pueden 

presentarse cuando las señales de riesgo no encuentran una vía adecuada de 

atención. Una política seria debe reconocer que existen distintos niveles de 

necesidad: todas las personas pueden beneficiarse de entornos que promuevan la 

salud mental; algunas requieren información u orientación; otras necesitan una 

valoración profesional; algunas más requieren atención psicológica de primer 

contacto; y un número menor puede enfrentar situaciones de crisis o necesidades 

que demanden servicios de mayor complejidad. 

Existe, además, una relación estrecha entre la salud mental y la trayectoria 

educativa. La Organización Mundial de la Salud y la Organización de las Naciones 

Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura han señalado que una buena salud 

mental y un mayor bienestar se asocian con un mejor involucramiento escolar, 

mayor asistencia y mejor desempeño académico.5 De igual forma, las orientaciones 

 
3 Instituto Nacional de Salud Pública, Encuesta Nacional de Salud y Nutrición Continua 2023. 
Resultados nacionales, apartado relativo a conducta suicida en población adolescente. 
4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, “Estadísticas a propósito del Día Mundial para la 
Prevención del Suicidio”, Comunicado de Prensa 126/25, 8 de septiembre de 2025. 
5 Organización Mundial de la Salud y Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura, How school systems can improve health and well-being: topic brief: mental 
health, 2023. 
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internacionales sobre escuelas promotoras de la salud reconocen que los 

problemas de salud mental pueden afectar de manera directa la asistencia y la 

participación educativa y que los beneficios aumentan cuando se adopta un enfoque 

integral de escuela y de sistema, en lugar de acciones aisladas.6 

Esta relación no implica subordinar el derecho a la salud a los resultados 

académicos. La salud mental debe ser protegida por su valor intrínseco y porque 

forma parte de la dignidad y el bienestar de las personas. Sin embargo, ignorar sus 

efectos educativos significaría desconocer una dimensión relevante del problema 

público. Las dificultades de salud mental pueden afectar la concentración, la 

participación, las relaciones entre pares, la asistencia y la permanencia escolar; al 

mismo tiempo, la exclusión, el aislamiento, la violencia, la discriminación y la ruptura 

de vínculos pueden agravar el malestar y la vulnerabilidad. 

Por ello, la escuela ocupa una posición estratégica. Es uno de los principales 

espacios de convivencia cotidiana durante la niñez y la adolescencia y un entorno 

en el que pueden advertirse cambios relevantes en la asistencia, el rendimiento, la 

conducta, la interacción social o la participación. Reconocer esta posición no 

significa convertir a las escuelas en hospitales, consultorios o establecimientos para 

la atención médica. 

La presente iniciativa parte precisamente de esa distinción. Una escuela puede 

promover el bienestar, reducir el estigma, establecer mecanismos seguros para 

solicitar ayuda, reconocer señales de alerta, activar protocolos, facilitar el contacto 

con profesionales y adoptar medidas para favorecer la inclusión y la continuidad 

educativa. Lo que no debe hacer es improvisar diagnósticos, proporcionar 

tratamientos sin la habilitación correspondiente o trasladar al personal docente 

responsabilidades clínicas que no le pertenecen. 

 
6 Organización Mundial de la Salud y Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura, Making every school a health-promoting school: global standards and indicators, 
2021. 
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El personal docente puede advertir que existe una señal que requiere atención, pero 

no le corresponde determinar un diagnóstico. Puede escuchar y activar una ruta, 

pero no debe convertirse en terapeuta. Puede contribuir a generar un entorno de 

apoyo, pero no debe acceder indiscriminadamente a información clínica. La escuela 

debe funcionar como una puerta de acceso y como parte de una red, no como 

sustituto del Sistema Nacional de Salud. 

El orden jurídico mexicano ha avanzado en el reconocimiento de estos principios, 

pero mantiene fragmentadas las responsabilidades necesarias para convertirlos en 

una ruta efectiva. La Ley General de Salud define la salud como un estado de 

completo bienestar físico, mental y social, reconoce el bienestar físico y mental entre 

las finalidades del derecho a la protección de la salud y considera a la salud mental 

materia de salubridad general. La propia legislación sanitaria establece que la salud 

mental y la prevención de las adicciones tendrán carácter prioritario dentro de las 

políticas de salud y orienta la atención hacia la prevención, la detección temprana, 

la atención comunitaria, la atención primaria y el acceso integral, continuo e 

interdisciplinario. Asimismo, contempla la detección de grupos en riesgo, 

preferentemente niñas, niños y adolescentes, el desarrollo de equipos de respuesta 

inmediata para situaciones de crisis y acciones para detectar, atender y prevenir el 

suicidio. 

La legislación sanitaria contiene, además, disposiciones que permiten la 

coordinación con el sistema educativo. El artículo 66 de la Ley General de Salud 

establece que, en materia de higiene escolar, las autoridades sanitarias y educativas 

deberán coordinarse para proteger la salud de las personas educandas y de la 

comunidad escolar, y dispone que la prestación de servicios de salud a escolares 

se realizará conforme a las bases de coordinación que establezcan las autoridades 

competentes. A su vez, el artículo 73 Ter contempla programas educativos en salud 

mental dirigidos a familias, escuelas y centros de trabajo. 

Ese puente jurídico existe, pero todavía carece de los elementos operativos 

necesarios para articular una respuesta nacional en materia de salud mental. La 

legislación vigente no determina qué debe suceder cuando una necesidad o una 
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señal de riesgo se manifiesta en una escuela; no garantiza que cada plantel conozca 

un mecanismo previamente establecido para solicitar intervención profesional; no 

vincula de manera general a los planteles con unidades o establecimientos de salud 

de referencia; y no construye una ruta que articule la detección, la valoración, la 

intervención ante crisis, la canalización, la referencia, la contrarreferencia y el 

seguimiento. 

La Ley General de Educación presenta una situación similar. Sus disposiciones 

reconocen el interés superior de niñas, niños, adolescentes y jóvenes, colocan el 

desarrollo humano integral entre los objetivos de la acción educativa y prevén 

servicios de orientación educativa y trabajo social. El artículo 80 vigente establece, 

concretamente, que el Estado ofrecerá esos servicios desde la educación básica 

hasta la superior, de acuerdo con la suficiencia presupuestal y las necesidades de 

cada plantel. Sin embargo, estas disposiciones no integran por sí mismas un modelo 

nacional de prevención y atención de la salud mental ni garantizan que toda escuela 

cuente con una vía efectiva para acceder a servicios profesionales de psicología o 

para articularse con el Sistema Nacional de Salud. 

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes contiene una 

protección adicional. Su artículo 50 reconoce el derecho de niñas, niños y 

adolescentes a disfrutar del más alto nivel posible de salud y, en su fracción XVI, 

obliga a establecer medidas para que en los servicios de salud se detecten y 

atiendan de manera especial los casos de quienes presentan problemas de salud 

mental. No obstante, la disposición concentra su mandato en la respuesta sanitaria 

y no desarrolla la coordinación necesaria con los entornos escolares. 

El problema jurídico no consiste, por tanto, en la ausencia absoluta de normas sobre 

salud mental. El problema consiste en que las obligaciones permanecen dispersas 

y no responden de manera conjunta a preguntas elementales: qué debe ocurrir 

cuando una necesidad o una señal de riesgo se manifiesta en una escuela; quién 

activa la ruta; qué puede hacer el personal educativo y qué funciones le están 

vedadas; quién realiza una valoración profesional; a qué establecimiento puede 

canalizarse a la persona; cómo se evita la interrupción entre instituciones; qué 



 

 8 

información puede regresar a la escuela; y quién da seguimiento a las medidas 

necesarias para favorecer la continuidad educativa. 

La presente iniciativa busca responder precisamente a esas preguntas. No pretende 

crear un derecho nuevo a la salud mental, porque ese derecho ya existe; pretende 

construir condiciones mínimas para hacerlo efectivo cuando una necesidad surge 

en el entorno escolar. No busca trasladar la prestación de servicios sanitarios a las 

escuelas, sino integrarlas dentro de una red. Tampoco pretende que toda persona 

educanda sea evaluada clínicamente, sino que quien necesite ayuda pueda 

encontrar una vía clara y oportuna para recibirla. 

La preocupación legislativa por la salud mental de niñas, niños y adolescentes y por 

la respuesta de los entornos escolares no es inédita. Durante la LXVI Legislatura se 

han presentado diversas propuestas que abordan aspectos relevantes de este 

problema. Entre ellas destaca una iniciativa publicada en la Gaceta Parlamentaria 

el 2 de febrero de 2026, que propone garantizar la atención integral a la salud mental 

y emocional de niñas, niños y adolescentes dentro del Sistema Educativo Nacional. 

La propuesta contempla, entre otros elementos, programas permanentes de 

promoción, prevención, detección temprana, atención y canalización; personal 

especializado en psicología, trabajo social o áreas afines; atención psicológica 

preventiva y de primer contacto; protocolos ante crisis, violencia o suicidio; 

referencia clínica oportuna; capacitación interdisciplinaria y mecanismos de 

coordinación entre las autoridades educativas y sanitarias.7 

Asimismo, el 24 de febrero de 2026 se publicó una iniciativa orientada a fortalecer 

el marco jurídico en materia de salud mental de niñas, niños y adolescentes 

mediante mecanismos obligatorios de seguimiento, continuidad, canalización y 

atención integral posteriores a la detección de riesgos psicoemocionales. Dicha 

 
7 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Gaceta Parlamentaria, año XXIX, número 6966-II-
1, 2 de febrero de 2026, iniciativa en materia de atención a la salud mental y emocional dentro del 
Sistema Educativo Nacional, a cargo de la Dip. Yoloczin Lizbeth Domínguez Serna. 
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propuesta busca expresamente fortalecer la coordinación interinstitucional entre los 

sectores de salud, educación y protección social.8 

Estos antecedentes demuestran que existe una preocupación legislativa compartida 

y creciente, pero también obligan a precisar con rigor cuál es la contribución 

específica de una nueva propuesta. La presente iniciativa coincide con propuestas 

anteriores en la importancia de la prevención, la detección temprana, la atención de 

primer contacto, los protocolos, la capacitación, la canalización, el seguimiento y la 

coordinación entre Educación y Salud. Su justificación no puede fundarse, por tanto, 

en afirmar que dichos elementos nunca han sido planteados. 

Su aportación específica consiste en convertir esos componentes en una 

arquitectura jurídica de cobertura y responsabilidad institucional aplicable a todos 

los planteles de educación básica y media superior. La iniciativa establece una 

garantía universal de acceso efectivo, periódico y verificable a servicios 

profesionales de psicología y permite cumplirla mediante modalidades diferenciadas 

conforme a las características de cada plantel y territorio; vincula a cada escuela o 

conjunto de escuelas con una unidad o establecimiento del Sistema Nacional de 

Salud previamente identificado; obliga a que cada plantel cuente con una persona 

responsable de activar la ruta; regula la referencia y contrarreferencia entre los 

sectores educativo y sanitario; delimita la información que puede ser comunicada a 

la escuela; y establece una secuencia de implementación basada en diagnósticos 

territoriales de cobertura y capacidad instalada. 

La diferencia radica, por tanto, menos en la existencia aislada de cada instrumento 

que en la forma en que estos se articulan. Un protocolo puede orientar una 

actuación, pero resulta insuficiente si no existe un mecanismo concreto y 

previamente identificado para solicitar intervención profesional. La capacitación 

puede mejorar el reconocimiento de señales de alerta, pero no determina por sí 

 
8 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Gaceta Parlamentaria, año XXIX, número 6982-II-
2, 24 de febrero de 2026, iniciativa en materia de seguimiento, continuidad y atención integral de la 
salud mental de niñas, niños y adolescentes, suscrita por los diputados Claudia Quiñones Garrido y 
Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los legisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN. 
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misma quién debe activar la ruta ni sustituye la valoración profesional. La atención 

de primer contacto tampoco garantiza la continuidad cuando una persona necesita 

transitar hacia otros servicios si no existe una vinculación institucional entre la 

escuela y la red sanitaria. El seguimiento, finalmente, difícilmente puede hacerse 

efectivo cuando ninguna persona dentro del plantel tiene la responsabilidad de 

activar el mecanismo y cuando el servicio receptor no forma parte de una ruta 

previamente definida. 

Por ello, la principal innovación de la propuesta no consiste en añadir un nuevo 

programa a los existentes, sino en establecer quién debe garantizar el acceso, 

mediante qué modalidades puede hacerlo, quién activa la respuesta dentro de cada 

escuela, con qué establecimiento sanitario se encuentra vinculada, cómo transita 

una persona entre instituciones y qué obligaciones permanecen después de la 

canalización. 

A partir de esta premisa, la iniciativa propone crear el Modelo Nacional para la 

Prevención y Atención de la Salud Mental en los Entornos Escolares como un 

mecanismo permanente de coordinación entre las autoridades educativas y 

sanitarias. No se propone crear un nuevo organismo ni una estructura paralela. 

México ya cuenta con un Sistema Educativo Nacional y con un Sistema Nacional de 

Salud; lo que falta es un mecanismo que conecte sus capacidades, defina 

responsabilidades mínimas y evite que una persona quede atrapada entre 

instituciones. 

El Modelo comprenderá acciones de promoción y protección de la salud mental, 

prevención y detección temprana, atención psicológica profesional de primer 

contacto, valoración inicial, intervención ante situaciones de crisis, canalización, 

referencia, contrarreferencia y seguimiento. Estas etapas responden a distintos 

niveles de necesidad y buscan que cada persona reciba la respuesta que 

corresponda, sin convertir cualquier dificultad emocional en un problema clínico. 

La detección temprana deberá sustentarse en criterios técnicos y científicos y no 

podrá utilizarse para diagnosticar, etiquetar, estigmatizar, excluir, sancionar ni 
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condicionar la inscripción, permanencia, promoción o certificación de las personas 

educandas. La finalidad será abrir una puerta hacia la orientación o la valoración 

profesional, no convertir el entorno escolar en un espacio de vigilancia psicológica. 

La iniciativa establece, además, una garantía central: todos los planteles de 

educación básica y media superior deberán tener acceso efectivo, periódico y 

verificable a servicios profesionales de psicología. Esta fórmula responde a una 

decisión deliberada frente a la propuesta recurrente de contar con un psicólogo en 

cada escuela. 

La aspiración de esa propuesta es legítima, pero una política nacional debe 

considerar la dimensión y diversidad del sistema educativo mexicano. De acuerdo 

con las cifras oficiales de la Secretaría de Educación Pública correspondientes al 

ciclo escolar 2024-2025, la educación básica escolarizada atendió a 23 millones 358 

mil 341 estudiantes en 231 mil 913 escuelas. La educación media superior 

escolarizada, por su parte, atendió a 5 millones 98 mil 14 estudiantes en 20 mil 624 

escuelas.9 En el mismo sistema conviven grandes escuelas urbanas, planteles 

pequeños, escuelas unitarias y multigrado, comunidades rurales y territorios con 

diferencias significativas en la disponibilidad de profesionales y servicios. 

La diversidad es particularmente visible en la educación primaria. Durante el mismo 

ciclo escolar, 47 mil 780 de las 96 mil 267 escuelas primarias del país correspondían 

a organizaciones multigrado o unitarias, es decir, prácticamente la mitad de los 

planteles de ese nivel.10 La realidad institucional de una escuela de este tipo es 

difícilmente equiparable a la de un plantel urbano con cientos o miles de estudiantes. 

La igualdad no exige asignar exactamente el mismo mecanismo a realidades 

profundamente distintas. Una escuela con elevada matrícula y factores de riesgo 

significativos no requiere la misma modalidad de cobertura que un plantel pequeño 

ubicado en una comunidad dispersa; pero ambas tienen derecho a no quedar 

 
9 Secretaría de Educación Pública, Dirección General de Planeación, Programación y Estadística 
Educativa, Principales Cifras del Sistema Educativo Nacional 2024-2025, primera edición electrónica, 
septiembre de 2025. 
10 Idem.  
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excluidas del acceso a servicios profesionales. Por ello, la iniciativa adopta una 

garantía universal con mecanismos diferenciados de cumplimiento. 

La cobertura podrá realizarse mediante profesionales con presencia permanente, 

profesionales compartidos entre planteles, equipos regionales o itinerantes, centros 

o unidades territoriales y servicios de telesalud. Los planteles que, por su matrícula, 

necesidades específicas o factores de riesgo, requieran atención continua deberán 

contar progresivamente con servicios profesionales de psicología de presencia 

permanente. 

La utilización de la telesalud encuentra actualmente un marco específico en la Ley 

General de Salud. Las reformas publicadas el 15 de enero de 2026 definieron la 

telesalud como el uso de tecnologías de la información para ofrecer servicios de 

salud a distancia centrados en la persona y establecieron que esos servicios 

deberán ser proporcionados por personal designado y capacitado, utilizar sistemas 

seguros que garanticen la confidencialidad y la protección de datos personales, 

incorporar mecanismos para la obtención del consentimiento informado y asegurar 

el registro adecuado de las atenciones brindadas. En consecuencia, su utilización 

dentro del Modelo deberá ser complementaria y responder a las características y 

necesidades del territorio; no deberá convertirse en un sustituto automático de la 

atención presencial ni en una modalidad de menor protección para las comunidades 

con menor disponibilidad de servicios. 

La diversidad de modalidades tampoco deberá convertirse en simulación. Por ello, 

el acceso deberá ser efectivo, periódico y verificable: efectivo, porque debe existir 

una posibilidad real de recibir intervención profesional; periódico, porque la 

cobertura no puede reducirse a visitas aisladas incapaces de ofrecer continuidad; y 

verificable, porque las autoridades deben poder identificar qué mecanismo atiende 

a cada plantel y cómo se solicita la intervención. La flexibilidad se refiere a la 

modalidad de cobertura, no a la existencia de la obligación. 

La segunda innovación central consiste en establecer que cada plantel o conjunto 

de planteles cuente con una unidad o establecimiento del Sistema Nacional de 
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Salud de referencia. La medida busca corregir una práctica insuficiente: recomendar 

a una familia que “busque ayuda” y considerar concluida la responsabilidad 

institucional. Una recomendación genérica no constituye una ruta de atención. 

Para que la canalización sea efectiva, la escuela debe saber a qué servicio recurrir, 

la persona responsable de enlace debe conocer cómo activar la comunicación y la 

unidad de salud debe encontrarse integrada al mecanismo. Cuando el primer 

establecimiento carezca de capacidad para resolver el caso, deberá existir 

continuidad hacia el servicio correspondiente. La falta de capacidad resolutiva en el 

primer punto de contacto no debe justificar la interrupción de la ruta. 

La referencia y la contrarreferencia permitirán favorecer esa continuidad, pero 

deberán operar con límites claros. El plantel podrá requerir cierta información para 

adoptar medidas de apoyo, protección, permanencia o continuidad escolar, pero no 

deberá recibir diagnósticos, notas clínicas o información terapéutica que no necesite 

conocer. 

La iniciativa incorpora, por ello, una protección expresa de la confidencialidad y de 

los datos personales. La información relativa a la salud mental no podrá utilizarse 

para discriminar, excluir, sancionar o condicionar la inscripción o permanencia. La 

circulación de información deberá limitarse a quienes realmente necesiten 

conocerla para cumplir una función legítima, sin perjuicio de la activación inmediata 

de los protocolos correspondientes cuando exista un riesgo inminente para la vida 

o la integridad. 

Para que esta arquitectura funcione, cada plantel contará con una persona 

responsable de enlace. La decisión responde a una realidad institucional: los 

mecanismos de coordinación fracasan con frecuencia cuando todas las autoridades 

tienen atribuciones generales, pero nadie tiene la responsabilidad concreta de 

activar la ruta. 

La persona responsable de enlace no será un profesional clínico sustituto. Podrá 

formar parte del personal existente y deberá recibir capacitación para conocer y 
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activar las rutas y protocolos, identificar señales de alerta que requieran orientación, 

valoración o intervención profesional, facilitar la comunicación con los servicios de 

psicología y las unidades de salud de referencia y dar seguimiento, exclusivamente 

desde el ámbito educativo, a las medidas necesarias para favorecer el bienestar, la 

inclusión, la permanencia y la continuidad escolar. 

La iniciativa prohíbe expresamente que el personal que carezca de la habilitación 

profesional correspondiente realice diagnósticos clínicos, practique psicoterapia, 

prescriba tratamientos o sustituya las funciones del personal de salud. Esta 

delimitación no responde únicamente a una decisión de política educativa. La propia 

Ley General de Salud incluye a la psicología entre las actividades profesionales 

para cuyo ejercicio se requiere que los títulos profesionales o certificados de 

especialización hayan sido legalmente expedidos y registrados por las autoridades 

educativas competentes. La respuesta a la insuficiencia de servicios de salud 

mental no puede consistir en transferir silenciosamente la responsabilidad clínica al 

personal docente mediante capacitaciones que, por necesarias que sean para 

identificar señales de alerta y activar protocolos, no sustituyen la formación ni la 

habilitación profesional. 

Para hacer posible esta arquitectura, la iniciativa propone reformar y adicionar 

diversas disposiciones de la Ley General de Educación, de la Ley General de Salud 

y de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Las 

modificaciones no persiguen reproducir obligaciones semejantes en distintos 

ordenamientos, sino asignar a cada uno una función específica dentro del Modelo: 

la legislación educativa organizará la actuación en los entornos escolares; la 

legislación sanitaria establecerá los mecanismos de vinculación con los servicios y 

redes de atención; y la legislación en materia de derechos de niñas, niños y 

adolescentes fortalecerá el deber de protección y coordinación entre ambos 

sectores. 

En la Ley General de Educación se propone adicionar los artículos 80 Bis a 80 

Nonies para crear y regular el Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la 

Salud Mental en los Entornos Escolares. El artículo 80 Bis establecerá las bases 
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generales del Modelo y la obligación de garantizar a las y los educandos de 

educación básica y media superior acceso efectivo, oportuno y no discriminatorio a 

acciones de promoción y protección de la salud mental, prevención, detección 

temprana, orientación, atención psicológica de primer contacto, intervención ante 

situaciones de crisis, canalización y seguimiento. La misma disposición precisará 

que el Modelo constituirá un mecanismo permanente de coordinación entre las 

autoridades educativas y sanitarias, aplicable a planteles públicos y particulares, y 

dejará expresamente establecido que sus acciones no sustituirán a los 

establecimientos, servicios o profesionales del Sistema Nacional de Salud ni 

convertirán a las escuelas en establecimientos para la atención médica. 

El artículo 80 Ter definirá los componentes mínimos del Modelo y dará forma jurídica 

a la ruta de atención. Entre ellos se encontrarán la promoción de la salud mental y 

el bienestar socioemocional; la prevención y detección temprana de factores de 

riesgo; la existencia de mecanismos accesibles, seguros y confidenciales para 

solicitar ayuda; la atención psicológica profesional de primer contacto; la valoración 

inicial por personal competente; la intervención ante situaciones de crisis; la 

canalización a los servicios de salud; la referencia y contrarreferencia; el 

seguimiento desde el ámbito educativo; la orientación a las familias y la generación 

de información estadística para la planeación de políticas públicas. La disposición 

incorporará, asimismo, salvaguardas para impedir que la detección temprana sea 

utilizada para diagnosticar, etiquetar, estigmatizar, excluir o sancionar a las 

personas educandas. 

El artículo 80 Quáter establecerá una de las garantías centrales de la iniciativa: que 

todos los planteles de educación básica y media superior tengan acceso efectivo, 

periódico y verificable a servicios profesionales de psicología. La cobertura se 

organizará de manera gradual y diferenciada conforme a criterios técnicos que 

consideren la matrícula, el tipo y nivel educativo, la ubicación geográfica y las 

condiciones de dispersión territorial, las condiciones de vulnerabilidad de la 

población atendida, la incidencia de factores de riesgo, la disponibilidad regional de 

profesionales y servicios públicos de salud mental y las necesidades específicas de 
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la comunidad educativa. Asimismo, se establecerá expresamente que la 

organización de la cobertura no podrá tener como consecuencia que un plantel 

carezca de un mecanismo previamente definido para solicitar y recibir intervención 

profesional. 

El artículo 80 Quinquies regulará las modalidades mediante las cuales podrá 

garantizarse ese acceso. Para ello podrán emplearse, de manera complementaria, 

profesionales de la psicología con presencia permanente, profesionales 

compartidos entre distintos planteles, equipos interdisciplinarios regionales o 

itinerantes, centros o unidades territoriales de atención, servicios de telesalud y 

otros mecanismos de coordinación con instituciones públicas del Sistema Nacional 

de Salud. Los planteles que, por su matrícula, necesidades específicas o factores 

de riesgo, requieran atención continua deberán contar progresivamente con 

servicios profesionales de psicología de presencia permanente. Asimismo, las 

autoridades educativas y sanitarias deberán procurar que las modalidades de 

cobertura garanticen la oportunidad, accesibilidad y continuidad de la intervención 

profesional. 

Por su parte, el artículo 80 Sexies establecerá que cada plantel o conjunto de 

planteles deberá contar con una unidad, establecimiento o instancia de referencia 

del Sistema Nacional de Salud para orientar, recibir, valorar o canalizar, en el ámbito 

de sus atribuciones, las necesidades de salud mental de las y los educandos 

identificadas en los entornos escolares. Esta previsión no sustituirá los derechos, 

mecanismos de atención o servicios que correspondan conforme a la 

derechohabiencia, afiliación o adscripción de las personas educandas a 

instituciones públicas de salud, ni limitará el acceso a servicios especializados 

cuando estos resulten necesarios. Asimismo, la activación de los mecanismos de 

orientación, intervención o canalización deberá sujetarse a las disposiciones 

aplicables en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, consentimiento 

informado, urgencias, confidencialidad, protección de datos personales y 

participación de madres, padres de familia o tutores. En casos de riesgo inminente 

para la vida o integridad, deberá activarse de inmediato la respuesta 
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correspondiente, sin que la falta de definición sobre derechohabiencia, afiliación o 

adscripción pueda justificar la omisión o demora en la atención inicial. 

El artículo 80 Septies regulará a la persona responsable de enlace que deberá 

existir en cada plantel. Su función será conocer y activar las rutas y protocolos, 

identificar señales de alerta que requieran intervención profesional, facilitar la 

comunicación con los servicios de psicología y las unidades de salud de referencia 

y dar seguimiento, exclusivamente desde el ámbito educativo, a las medidas 

necesarias para favorecer el bienestar, la inclusión, la permanencia y la continuidad 

escolar. Para evitar cualquier confusión entre la función educativa y la función 

clínica, se establecerá expresamente que el personal que no cuente con la 

habilitación profesional correspondiente no podrá realizar diagnósticos, practicar 

psicoterapia, prescribir tratamientos ni sustituir las funciones del personal de salud. 

El artículo 80 Octies establecerá las salvaguardas aplicables a la intimidad, la 

confidencialidad y la protección de los datos personales. La información relativa a 

la salud mental no podrá utilizarse para imponer sanciones, justificar actos de 

discriminación o exclusión, condicionar la inscripción, permanencia, promoción o 

certificación ni integrar registros escolares que generen estigmatización o perjuicios 

futuros. Asimismo, se limitará la difusión de información dentro de la comunidad 

educativa y se dispondrá la activación inmediata de los protocolos correspondientes 

cuando exista un riesgo inminente para la vida o la integridad de la persona 

educanda o de terceros. 

Finalmente, el artículo 80 Nonies facultará a la Secretaría de Educación Pública, en 

coordinación con la Secretaría de Salud, para emitir los lineamientos generales de 

organización y funcionamiento del Modelo. Estos deberán desarrollar los criterios 

de cobertura profesional, los mecanismos de coordinación interinstitucional, la 

vinculación con las unidades de salud de referencia, la ruta general de detección, 

valoración, intervención, canalización y seguimiento, los mecanismos de 

capacitación y las medidas de protección de la información. También deberán 

establecer protocolos mínimos para situaciones particularmente sensibles, entre 

ellas el riesgo suicida, el intento de suicidio, las autolesiones, las crisis emocionales 
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graves, la violencia sexual o familiar, el acoso y la violencia escolar, el duelo, los 

eventos traumáticos, los trastornos de la conducta alimentaria y el consumo 

problemático de sustancias. 

En la Ley General de Salud, la iniciativa propone reformar el artículo 66 para 

incorporar expresamente la salud mental dentro de la coordinación en materia de 

salud escolar. Las bases de coordinación entre las autoridades sanitarias y 

educativas deberán contemplar mecanismos de promoción, prevención, detección 

temprana, valoración, intervención ante situaciones de crisis, canalización, 

referencia, contrarreferencia y continuidad de la atención. De esta forma, la 

disposición que actualmente funciona como puente general entre los sectores 

educativo y sanitario adquirirá un contenido operativo específico en materia de salud 

mental. 

Asimismo, se propone adicionar un artículo 74 Quáter para vincular a los planteles 

de educación básica y media superior con las redes integradas de servicios para la 

atención de la salud mental a que se refiere el artículo 74 de la Ley General de 

Salud. Las autoridades sanitarias, en coordinación con las autoridades educativas, 

deberán establecer mecanismos de coordinación para la orientación, recepción, 

valoración, atención, referencia, contrarreferencia y continuidad de la atención de 

las personas canalizadas desde los entornos escolares. Dichos mecanismos 

deberán prever la atención prioritaria de situaciones que representen riesgo para la 

vida o integridad de las personas, así como evitar que la falta de disponibilidad 

inmediata de atención especializada interrumpa la orientación, el acompañamiento 

o el proceso de canalización correspondiente. La misma disposición establece 

salvaguardas de confidencialidad, protección de datos personales y límites a la 

información que, en su caso, pueda proporcionarse al plantel educativo como parte 

del proceso de contrarreferencia. 

Finalmente, en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes se 

propone reformar únicamente la fracción XVI del artículo 50. La modificación 

conserva la obligación vigente de detectar y atender especialmente, dentro de los 

servicios de salud, los casos de niñas, niños y adolescentes con necesidades o 
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problemas de salud mental, pero amplía su alcance para incorporar expresamente 

la promoción y protección de la salud mental, la prevención y detección temprana 

de factores de riesgo y la obligación de establecer mecanismos de coordinación 

entre las autoridades sanitarias y educativas. El propósito es que el derecho 

reconocido en esta Ley encuentre una vía concreta de ejercicio en los entornos 

escolares mediante el acceso oportuno a orientación, atención psicológica de primer 

contacto, intervención ante situaciones de crisis, canalización y seguimiento. 

La articulación de estas modificaciones responde a la lógica central de la iniciativa. 

La Ley General de Educación organizará el Modelo y establecerá las obligaciones 

aplicables dentro de los entornos escolares; la Ley General de Salud construirá la 

vinculación con las redes y servicios responsables de la atención sanitaria; y la Ley 

General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes fortalecerá, desde la 

perspectiva de los derechos de la niñez y la adolescencia, el deber de promoción, 

prevención, detección y coordinación entre ambos sectores. 

La distribución normativa no es meramente formal. Los artículos 80 Bis a 80 Nonies 

de la Ley General de Educación establecerán la ruta de atención, la garantía y los 

criterios de cobertura profesional, las modalidades para hacer efectivo el acceso a 

servicios de psicología, la unidad de referencia, la persona responsable de enlace, 

las salvaguardas de confidencialidad y los lineamientos generales del Modelo. El 

artículo 66 y el nuevo artículo 74 Quáter de la Ley General de Salud darán contenido 

a la respuesta del sector sanitario mediante mecanismos de recepción, valoración, 

atención prioritaria, referencia, contrarreferencia y continuidad. Finalmente, la 

reforma a la fracción XVI del artículo 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes conservará la obligación vigente de atención especial dentro 

de los servicios de salud y la ampliará para incorporar expresamente la promoción 

y protección de la salud mental, la prevención y detección temprana y la 

coordinación con las autoridades educativas. 

De esta manera, las reformas no crean estructuras paralelas ni asignan a la escuela 

funciones sanitarias. Tampoco reproducen la misma obligación en tres 

ordenamientos. Cada ley atiende una dimensión distinta de una misma ruta: la 
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escuela identifica y activa; el personal profesional valora e interviene dentro de sus 

competencias; el sistema sanitario recibe y proporciona la atención que 

corresponda; y el entorno educativo acompaña las medidas necesarias para 

favorecer el bienestar y la continuidad escolar, sin invadir el ámbito clínico. 

La implementación del Modelo deberá ser gradual y progresiva. Una reforma de 

esta dimensión no puede desconocer las capacidades institucionales, las 

diferencias territoriales ni la disponibilidad de profesionales. Sin embargo, la 

gradualidad tampoco puede convertirse en una obligación indefinidamente 

declarativa. 

Por esa razón, los artículos transitorios establecen una secuencia de 

implementación. La Secretaría de Educación Pública, en coordinación con la 

Secretaría de Salud, deberá emitir los lineamientos generales del Modelo. 

Posteriormente, las entidades federativas deberán elaborar diagnósticos de 

cobertura y capacidad instalada que identifiquen los planteles que ya cuentan con 

servicios profesionales, aquellos que requieren atención permanente, las zonas que 

pueden cubrirse mediante profesionales compartidos o equipos itinerantes, la 

disponibilidad territorial de unidades y servicios públicos de salud mental y los 

territorios en los que resulte necesario utilizar mecanismos de telesalud. 

La implementación deberá priorizar, con criterios técnicos y objetivos, las 

comunidades y planteles con mayores necesidades, considerando la matrícula, la 

incidencia de factores de riesgo, las condiciones de vulnerabilidad social, la 

dispersión territorial y la insuficiencia de servicios. 

La dimensión presupuestaria debe atenderse con la misma seriedad. Garantizar 

acceso profesional, fortalecer redes y ampliar capacidades requiere recursos. Sin 

embargo, el análisis no puede limitarse al costo inmediato de intervenir. Las 

dificultades de salud mental no atendidas pueden traducirse en crisis de mayor 

complejidad, afectaciones a la trayectoria educativa, ausentismo, aislamiento y 

abandono. 
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El Modelo responde a una lógica de utilización diferenciada de capacidades. No 

plantea que toda persona deba ser atendida por un especialista ni que toda dificultad 

deba ingresar al sistema clínico. Plantea acciones universales de promoción; 

orientación para quien la necesita; atención profesional de primer contacto cuando 

resulte necesaria; valoración cuando existan señales que así lo justifiquen; 

intervención inmediata ante una crisis; y acceso a servicios de mayor complejidad 

para los casos que lo requieran. 

La presente iniciativa tampoco pretende resolver, mediante una sola reforma, todos 

los factores que inciden en la salud mental de niñas, niños y adolescentes. Las 

condiciones familiares, sociales y comunitarias, la violencia, la discriminación y 

múltiples factores individuales y colectivos influyen en el bienestar. Ningún 

psicólogo, protocolo o programa escolar puede sustituir la obligación más amplia 

del Estado de atender esas causas. Sin embargo, la complejidad del problema no 

constituye una razón para mantener fragmentada la respuesta institucional. 

México no necesita una nueva declaración genérica sobre la importancia de la salud 

mental. La salud mental ya forma parte del derecho a la protección de la salud. El 

desarrollo integral ya constituye un objetivo constitucional y educativo. La 

prevención ya forma parte de las obligaciones sanitarias. Lo que falta es convertir 

esas obligaciones en una ruta efectiva. 

Una ruta para que una niña, un niño o un adolescente sepa dónde pedir ayuda; para 

que el personal educativo no tenga que improvisar ni asumir funciones que no le 

corresponden; para que cada plantel sepa cómo acceder a servicios profesionales 

de psicología y con qué establecimiento de salud se encuentra vinculado; para que 

una canalización no termine en la recomendación de que una familia busque ayuda 

por su cuenta; y para que la respuesta sanitaria y la continuidad educativa puedan 

coordinarse sin vulnerar la intimidad. 

Esa es la finalidad del Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Salud 

Mental en los Entornos Escolares. Su propósito no es medicalizar la educación, sino 

evitar que una necesidad de salud mental se convierta en una experiencia de 
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abandono institucional. No pretende que todas las escuelas tengan exactamente los 

mismos recursos, sino que ninguna carezca de una vía efectiva, periódica y 

verificable de acceso a intervención profesional. No busca que el personal docente 

diagnostique, sino que pueda activar una respuesta. No pretende trasladar los 

hospitales a las escuelas, sino integrar a las escuelas dentro de una red. 

La idea que sostiene la presente reforma puede expresarse de manera sencilla: 

ninguna escuela debe estar sola frente a una necesidad o una crisis de salud 

mental. 

Para explicar de manera detallada la iniciativa propuesta, a continuación, expongo 

los siguientes cuadros comparativos: 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Sin correlativo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 80 Bis. Las autoridades 
educativas, en coordinación con las 
autoridades sanitarias, garantizarán 
que las y los educandos de 
educación básica y media superior 
tengan acceso efectivo, oportuno y 
no discriminatorio a acciones de 
promoción y protección de la salud 
mental, prevención de factores de 
riesgo, detección temprana, 
orientación, atención psicológica de 
primer contacto, intervención ante 
situaciones de crisis, canalización y 
seguimiento. 
 
Para el cumplimiento de lo dispuesto 
en el párrafo anterior, se establecerá 
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el Modelo Nacional para la 
Prevención y Atención de la Salud 
Mental en los Entornos Escolares, 
como mecanismo permanente de 
coordinación entre las autoridades 
educativas y sanitarias de la 
Federación y de las entidades 
federativas. 
 
El Modelo será aplicable a los 
planteles públicos y particulares que 
impartan educación básica y media 
superior con autorización o 
reconocimiento de validez oficial de 
estudios, en los términos de esta Ley 
y demás disposiciones aplicables. 
 
Las acciones que se desarrollen en 
el marco del Modelo se regirán por 
los principios de interés superior de 
la niñez, dignidad humana, 
autonomía progresiva, no 
discriminación, inclusión, 
accesibilidad, interculturalidad, 
confidencialidad, perspectiva de 
género, enfoque de derechos 
humanos y atención comunitaria. 
 
Las acciones previstas en el 
presente artículo no tendrán por 
objeto sustituir a los 
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establecimientos, servicios o 
profesionales del Sistema Nacional 
de Salud ni convertir a los planteles 
educativos en establecimientos para 
la atención médica. 

Sin correlativo Artículo 80 Ter. El Modelo Nacional 
para la Prevención y Atención de la 
Salud Mental en los Entornos 
Escolares comprenderá, al menos, 
las acciones siguientes: 
 
I. Promover el bienestar 

socioemocional, la convivencia 
saludable, la reducción del 
estigma asociado a los 
problemas de salud mental y el 
desarrollo de capacidades para 
identificar necesidades y 
solicitar ayuda; 

II. Prevenir y detectar 
tempranamente factores de 
riesgo que puedan afectar la 
salud mental, la integridad o el 
desarrollo integral de las y los 
educandos, así como de los 
diversos actores de la 
comunidad educativa; 

III. Establecer mecanismos 
accesibles, seguros y 
confidenciales para que las y los 
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educandos puedan solicitar 
orientación o ayuda; 

IV. Proporcionar atención 
psicológica profesional de 
primer contacto, cuando resulte 
necesaria; 

V. Realizar, por conducto de 
personal profesional 
competente, una valoración 
inicial que permita determinar las 
necesidades de atención y, en su 
caso, el nivel de riesgo; 

VI. Establecer mecanismos de 
intervención y respuesta 
inmediata ante situaciones de 
crisis o riesgo para la vida o 
integridad de las y los 
educandos; 

VII. Canalizar oportunamente a las 
y los educandos a los 
establecimientos y servicios del 
Sistema Nacional de Salud que 
correspondan; 

VIII. Prever mecanismos de 
coordinación con las 
autoridades sanitarias para 
favorecer la continuidad de la 
atención, incluyendo, cuando 
corresponda, la referencia y 
contrarreferencia en los términos 
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de la Ley General de Salud y 
demás disposiciones aplicables; 

IX. Dar seguimiento, desde el ámbito 
educativo, a las medidas 
necesarias para favorecer el 
bienestar, la inclusión, la 
permanencia y la continuidad de 
la trayectoria escolar de las y los 
educandos, sin invadir el ámbito 
clínico ni acceder indebidamente 
a información confidencial; 

X. Proporcionar información y 
orientación a madres y padres de 
familia o tutores sobre salud 
mental, factores de riesgo, 
señales de alerta y mecanismos 
disponibles para solicitar ayuda 
y atención, y 

XI. Generar y evaluar información 
estadística para la planeación de 
políticas públicas, con estricto 
apego a las disposiciones 
aplicables en materia de 
protección de datos personales. 
 

Las acciones de detección temprana 
deberán sustentarse en criterios 
técnicos y científicos y no podrán 
utilizarse para diagnosticar, 
etiquetar, estigmatizar, excluir, 
sancionar ni condicionar la 
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inscripción, permanencia, 
promoción o certificación de las y los 
educandos. 

Sin correlativo Artículo 80 Quáter. Todos los 
planteles de educación básica y 
media superior deberán tener acceso 
efectivo, periódico y verificable a 
servicios profesionales de 
psicología. 
 
La cobertura de dichos servicios se 
dará de forma progresiva, de 
conformidad con los criterios 
técnicos que establezcan las 
autoridades educativas y sanitarias 
competentes, considerando, al 
menos: 
 
I. La matrícula del plantel; 
II. El tipo y nivel educativo; 
III. La ubicación geográfica y las 

condiciones de dispersión 
territorial; 

IV. Las condiciones de 
vulnerabilidad de la población 
atendida; 

V. La incidencia de situaciones que 
representen factores de riesgo 
para la salud mental y la 
integridad de las y los 
educandos; 
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VI. La disponibilidad de 
profesionales y servicios 
públicos de salud mental en la 
región, y 

VII. Las necesidades específicas 
de la comunidad educativa. 

 
La organización de la cobertura no 
podrá tener como consecuencia que 
un plantel carezca de un mecanismo 
previamente establecido para 
solicitar y recibir intervención 
profesional. 

Sin correlativo Artículo 80 Quinquies. Para 
garantizar el acceso a los servicios 
profesionales de psicología podrán 
emplearse las modalidades 
siguientes: 
 
I. Profesionales de la psicología 

con presencia permanente en el 
plantel; 

II. Profesionales compartidos entre 
distintos planteles; 

III. Equipos interdisciplinarios 
regionales o itinerantes; 

IV. Centros o unidades territoriales 
de atención; 

V. Servicios de telesalud, de 
conformidad con la Ley General 



 

 29 

de Salud y demás disposiciones 
aplicables, y 

VI. Otros mecanismos de 
coordinación con instituciones 
públicas del Sistema Nacional de 
Salud. 

 
Los planteles que, conforme a los 
criterios técnicos que establezcan 
los lineamientos generales y demás 
disposiciones aplicables, requieran 
atención continua por su matrícula, 
necesidades específicas, 
condiciones de vulnerabilidad o 
incidencia de factores de riesgo, 
deberán contar progresivamente con 
servicios profesionales de 
psicología de presencia permanente. 
 
Las autoridades educativas y 
sanitarias deberán procurar que las 
modalidades de cobertura 
garanticen la oportunidad, 
accesibilidad y continuidad de la 
intervención profesional. 

Sin correlativo Artículo 80 Sexies. Las autoridades 
educativas y sanitarias establecerán 
mecanismos para que cada plantel o 
conjunto de planteles de educación 
básica y media superior cuente con 
una unidad, establecimiento o 
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instancia de referencia del Sistema 
Nacional de Salud para orientar, 
recibir, valorar o canalizar, en el 
ámbito de sus atribuciones, las 
necesidades de salud mental de las y 
los educandos que sean 
identificadas en los entornos 
escolares. 
 
La unidad, establecimiento o 
instancia de referencia no sustituirá 
los derechos, mecanismos de 
atención o servicios que 
correspondan a las y los educandos 
conforme a su derechohabiencia, 
afiliación o adscripción a 
instituciones públicas de salud, ni 
limitará el acceso a servicios 
especializados cuando estos 
resulten necesarios. 
 
La activación de los mecanismos de 
orientación, intervención o 
canalización deberá realizarse 
conforme a las disposiciones 
aplicables en materia de derechos de 
niñas, niños y adolescentes, 
consentimiento informado, 
urgencias, confidencialidad, 
protección de datos personales y 
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participación de madres, padres de 
familia o tutores. 
 
En casos de riesgo inminente para la 
vida o integridad de la o el educando 
o de terceras personas, deberán 
activarse de inmediato los 
protocolos de protección y atención 
correspondientes, sin que la falta de 
definición sobre derechohabiencia, 
afiliación o adscripción pueda 
justificar la omisión o demora en la 
respuesta inicial. 
 
Las autoridades sanitarias, en el 
ámbito de sus atribuciones, 
establecerán los mecanismos de 
coordinación necesarios para 
favorecer la continuidad de la 
atención, incluyendo la referencia y 
contrarreferencia cuando 
corresponda, de conformidad con la 
Ley General de Salud y demás 
disposiciones aplicables. 

Sin correlativo Artículo 80 Septies. Cada plantel 
contará con una persona 
responsable de enlace para la 
activación y seguimiento de las 
acciones previstas en el Modelo 
Nacional para la Prevención y 
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Atención de la Salud Mental en los 
Entornos Escolares. 
 
La persona responsable de enlace 
podrá formar parte del personal 
existente del plantel y deberá recibir 
capacitación para: 
 
I. Conocer y activar las rutas y 

protocolos correspondientes; 
II. Identificar señales de alerta que 

requieran orientación, valoración 
o intervención profesional; 

III. Facilitar la comunicación con los 
servicios profesionales de 
psicología, las unidades, 
establecimientos o instancias de 
salud de referencia y, cuando 
corresponda, con las madres y 
padres de familia o tutores, en 
los términos de las 
disposiciones aplicables; 

IV. Dar seguimiento, 
exclusivamente desde el ámbito 
educativo, a las medidas 
necesarias para favorecer el 
bienestar, la inclusión, la 
permanencia y la continuidad 
escolar de la o el educando, sin 
sustituir la participación que 
corresponda a las madres y 
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padres de familia o tutores ni las 
funciones propias de las 
autoridades sanitarias, y 

V. Actuar conforme a las 
disposiciones aplicables en 
materia de confidencialidad y 
protección de datos personales. 

 
La persona responsable de enlace, 
así como el personal docente, 
directivo y administrativo que no 
cuente con la habilitación 
profesional correspondiente, no 
podrá realizar diagnósticos clínicos, 
practicar psicoterapia, prescribir 
tratamientos ni sustituir las 
funciones del personal profesional 
de la salud. 
 
La identificación de señales de alerta 
por parte del personal educativo 
tendrá exclusivamente por objeto 
activar los mecanismos de 
orientación, valoración profesional, 
intervención de primer contacto o 
canalización que correspondan, 
diferenciando la naturaleza de cada 
actuación y observando, en su caso, 
la participación de las madres y 
padres de familia o tutores, de 
conformidad con los derechos de 
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niñas, niños y adolescentes y demás 
disposiciones aplicables. 
 
Las autoridades educativas 
procurarán que la designación de la 
persona responsable de enlace 
recaiga preferentemente en personal 
que, por sus funciones, experiencia 
o formación, resulte idóneo para el 
cumplimiento de dichas tareas. 

La capacitación del personal 
educativo tendrá por objeto 
proporcionar herramientas para la 
promoción de la salud mental, la 
prevención, la identificación de 
señales de alerta y la activación de 
las rutas correspondientes, y en 
ningún caso habilitará para realizar 
funciones propias de los 
profesionales de la salud. 

Sin correlativo Artículo 80 Octies. Las acciones 
desarrolladas en el marco del 
Modelo Nacional para la Prevención 
y Atención de la Salud Mental en los 
Entornos Escolares deberán 
garantizar el respeto a la dignidad, 
intimidad y protección de los datos 
personales de las y los educandos, 
de conformidad con la legislación 



 

 35 

aplicable en materia de protección 
de datos personales. 
 
La información relativa a la salud 
mental de las y los educandos no 
podrá utilizarse para: 
 
I. Imponer sanciones; 
II. Justificar actos de 

discriminación o exclusión; 
III. Condicionar su inscripción, 

permanencia, promoción o 
certificación; 

IV. Difundir información entre 
personas integrantes de la 
comunidad educativa que no 
requieran conocerla para el 
cumplimiento de sus funciones, 
o 

V. Integrar registros escolares que 
generen estigmatización o 
perjuicios futuros. 

 
La prestación de servicios 
profesionales de salud mental se 
sujetará a las disposiciones 
aplicables en materia de 
consentimiento informado, derechos 
de niñas, niños y adolescentes, 
autonomía progresiva, 
confidencialidad, expediente clínico 
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y protección de datos personales, de 
conformidad con la legislación 
aplicable en la materia. 
 
Cuando exista riesgo inminente para 
la vida o integridad de la o el 
educando o de terceras personas, 
deberán activarse de inmediato los 
protocolos de protección y atención 
correspondientes, sin perjuicio de 
las obligaciones de información y 
participación que correspondan a las 
madres y padres de familia, tutores y 
autoridades competentes. 

Sin correlativo Artículo 80 Nonies. La Secretaría, en 
coordinación con la Secretaría de 
Salud, emitirá los lineamientos 
generales para la organización y 
funcionamiento del Modelo Nacional 
para la Prevención y Atención de la 
Salud Mental en los Entornos 
Escolares. 
 
Los lineamientos establecerán, al 
menos: 
 
I. Los criterios para determinar las 

modalidades y niveles de 
cobertura de los servicios 
profesionales de psicología; 
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II. Los mecanismos de 
coordinación entre las 
autoridades educativas y 
sanitarias; 

III. El procedimiento para la 
vinculación de los planteles con 
las unidades, establecimientos o 
instancias de salud de 
referencia; 

IV. La ruta general de detección, 
orientación, valoración 
profesional, intervención de 
primer contacto, canalización y 
seguimiento; 

V. Los criterios para identificar 
situaciones que requieran 
atención prioritaria o inmediata; 

VI. Los protocolos mínimos de 
actuación; 

VII. Las medidas para garantizar la 
confidencialidad, la protección 
de datos personales y el manejo 
adecuado de la información; 

VIII. Los mecanismos para 
garantizar la participación de las 
y los educandos, conforme a su 
edad, desarrollo evolutivo, 
cognoscitivo, madurez y 
autonomía progresiva; 
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IX. Los criterios de accesibilidad, 
interculturalidad y pertinencia 
territorial; 

X. Los indicadores para evaluar la 
cobertura, oportunidad, 
accesibilidad y continuidad de la 
atención, y 

XI. Los mecanismos para la revisión 
y actualización periódica del 
Modelo. 

 
Los protocolos mínimos de 
actuación deberán comprender, al 
menos, situaciones de riesgo 
suicida, intento de suicidio, 
autolesiones, crisis emocionales 
graves, violencia sexual o familiar, 
acoso y violencia escolar, duelo y 
eventos traumáticos, trastornos de 
la conducta alimentaria y consumo 
problemático de sustancias. 

LEY GENERAL DE SALUD 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
Artículo 66.- En materia de higiene 

escolar, corresponde a las autoridades 

sanitarias establecer las normas 

oficiales mexicanas para proteger la 

salud del educando y de la comunidad 

escolar, así como establecer acciones 

Artículo 66.- En materia de salud 

escolar, corresponde a las autoridades 

sanitarias establecer las normas 

oficiales mexicanas, así como las 
estrategias y acciones necesarias 

para proteger y promover la salud 
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que promuevan una alimentación 

nutritiva y la realización de actividad 

física. Las autoridades educativas y 

sanitarias se coordinarán para la 

aplicación de las mismas. 

 

 

 

 

 

La prestación de servicios de salud a 

los escolares se efectuará de 

conformidad con las bases de 

coordinación que se establezcan entre 

las autoridades sanitarias y educativas 

competentes. 

 

Sin correlativo 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En el diseño de las Normas Oficiales 

Mexicanas señaladas en el primer 

párrafo del presente artículo, las 

física y mental de las y los 
educandos y de la comunidad escolar, 

así como para fomentar una 

alimentación nutritiva y la realización de 

actividad física. Las autoridades 

educativas y sanitarias se coordinarán, 
en el ámbito de sus respectivas 
competencias, para su aplicación. 
 
 
La prestación de servicios de salud a 

las y los educandos se efectuará de 

conformidad con las bases de 

coordinación que establezcan las 

autoridades sanitarias y educativas 

competentes. 

 

En materia de salud mental, dichas 
bases deberán prever mecanismos 
para la promoción y prevención, 
detección temprana, valoración, 
intervención ante situaciones de 
crisis, canalización, referencia, 
contrarreferencia y continuidad de la 
atención, de conformidad con esta 
Ley, la Ley General de Educación y 
demás disposiciones aplicables. 
 

En el diseño de las Normas Oficiales 

Mexicanas, estrategias y acciones a 
que se refiere el presente artículo, las 
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autoridades sanitarias podrán promover 

mecanismos de atención a las víctimas 

y victimarios del acoso o violencia 

escolar. 

autoridades sanitarias podrán promover 

mecanismos de atención a las víctimas 

y personas generadoras de acoso o 

violencia escolar. 

Sin correlativo Artículo 74 Quáter.- Las autoridades 
sanitarias, en coordinación con las 
autoridades educativas, participarán 
en el Modelo Nacional para la 
Prevención y Atención de la Salud 
Mental en los Entornos Escolares y 
promoverán la vinculación de los 
planteles de educación básica y 
media superior con las redes 
integradas de servicios para la 
atención de la salud mental a que se 
refiere el artículo 74 de esta Ley. 
 
Para tal efecto, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, 
establecerán mecanismos de 
coordinación para la orientación, 
recepción, valoración, atención, 
referencia, contrarreferencia y 
continuidad de la atención de las 
personas canalizadas desde los 
entornos escolares, de conformidad 
con esta Ley, la Ley General de 
Educación y demás disposiciones 
aplicables. 
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Dichos mecanismos deberán prever 
la atención prioritaria de situaciones 
que representen riesgo para la vida o 
integridad de las personas, así como 
la coordinación necesaria para que 
la falta de disponibilidad inmediata 
de atención especializada no 
interrumpa la orientación, el 
acompañamiento o el proceso de 
canalización correspondiente. 
 
La coordinación prevista en este 
artículo deberá respetar la 
confidencialidad de la información 
relativa a la salud de las personas y 
la legislación aplicable en materia de 
protección de datos personales. 
 
La información que, en su caso, se 
proporcione al plantel educativo 
como parte del proceso de 
contrarreferencia deberá limitarse a 
la estrictamente necesaria para 
adoptar medidas de apoyo, 
inclusión, protección, permanencia y 
continuidad escolar, y no 
comprenderá diagnósticos, notas 
clínicas ni información terapéutica 
que no resulte indispensable para 
tales fines. 
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LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

ARTÍCULO 50. ... 
 

I. a XV. ... 
 

XVI. Establecer medidas tendentes a 

que en los servicios de salud se 

detecten y atiendan de manera especial 

los casos de niñas, niños y 

adolescentes con problemas de salud 

mental; 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

XVII. …  
 
XVIII. … 
 
… 

ARTÍCULO 50. ... 
 

I. a XV. ... 
 
XVI. Establecer medidas para la 
promoción y protección de la salud 
mental, la prevención y detección 
temprana de factores de riesgo, así 
como para que en los servicios de 
salud se detecten y atiendan de 
manera especial los casos de niñas, 
niños y adolescentes con 
necesidades o problemas de salud 
mental. Asimismo, establecer 
mecanismos de coordinación entre 
las autoridades sanitarias y 
educativas para garantizar, en los 
entornos escolares, el acceso 
oportuno a acciones de orientación, 
atención psicológica de primer 
contacto, intervención ante 
situaciones de crisis, canalización y 
seguimiento; 
 
XVII. …  
 
XVIII. … 
 
… 
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Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta honorable 

soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de: 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, DE LA LEY GENERAL 
DE SALUD Y DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES, EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LA SALUD 
MENTAL EN LOS ENTORNOS ESCOLARES 

ARTÍCULO PRIMERO. Se adicionan los artículos 80 Bis, 80 Ter, 80 Quáter, 80 

Quinquies, 80 Sexies, 80 Septies, 80 Octies y 80 Nonies a la Ley General de 

Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 80 Bis. Las autoridades educativas, en coordinación con las 
autoridades sanitarias, garantizarán que las y los educandos de educación 
básica y media superior tengan acceso efectivo, oportuno y no discriminatorio 
a acciones de promoción y protección de la salud mental, prevención de 
factores de riesgo, detección temprana, orientación, atención psicológica de 
primer contacto, intervención ante situaciones de crisis, canalización y 
seguimiento. 
 
Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, se establecerá el 
Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Salud Mental en los 
Entornos Escolares, como mecanismo permanente de coordinación entre las 
autoridades educativas y sanitarias de la Federación y de las entidades 
federativas. 
 

 
… 
 
… 

 
… 
 
… 
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El Modelo será aplicable a los planteles públicos y particulares que impartan 
educación básica y media superior con autorización o reconocimiento de 
validez oficial de estudios, en los términos de esta Ley y demás disposiciones 
aplicables. 
 
Las acciones que se desarrollen en el marco del Modelo se regirán por los 
principios de interés superior de la niñez, dignidad humana, autonomía 
progresiva, no discriminación, inclusión, accesibilidad, interculturalidad, 
confidencialidad, perspectiva de género, enfoque de derechos humanos y 
atención comunitaria. 
 
Las acciones previstas en el presente artículo no tendrán por objeto sustituir 
a los establecimientos, servicios o profesionales del Sistema Nacional de 
Salud ni convertir a los planteles educativos en establecimientos para la 
atención médica. 

Artículo 80 Ter. El Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Salud 
Mental en los Entornos Escolares comprenderá, al menos, las acciones 
siguientes: 
 
I. Promover el bienestar socioemocional, la convivencia saludable, la 

reducción del estigma asociado a los problemas de salud mental y el 
desarrollo de capacidades para identificar necesidades y solicitar ayuda; 

II. Prevenir y detectar tempranamente factores de riesgo que puedan afectar 
la salud mental, la integridad o el desarrollo integral de las y los 
educandos, así como de los diversos actores de la comunidad educativa; 

III. Establecer mecanismos accesibles, seguros y confidenciales para que las 
y los educandos puedan solicitar orientación o ayuda; 

IV. Proporcionar atención psicológica profesional de primer contacto, cuando 
resulte necesaria; 
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V. Realizar, por conducto de personal profesional competente, una 
valoración inicial que permita determinar las necesidades de atención y, 
en su caso, el nivel de riesgo; 

VI. Establecer mecanismos de intervención y respuesta inmediata ante 
situaciones de crisis o riesgo para la vida o integridad de las y los 
educandos; 

VII. Canalizar oportunamente a las y los educandos a los establecimientos 
y servicios del Sistema Nacional de Salud que correspondan; 

VIII. Prever mecanismos de coordinación con las autoridades sanitarias 
para favorecer la continuidad de la atención, incluyendo, cuando 
corresponda, la referencia y contrarreferencia en los términos de la Ley 
General de Salud y demás disposiciones aplicables; 

IX. Dar seguimiento, desde el ámbito educativo, a las medidas necesarias 
para favorecer el bienestar, la inclusión, la permanencia y la continuidad 
de la trayectoria escolar de las y los educandos, sin invadir el ámbito 
clínico ni acceder indebidamente a información confidencial; 

X. Proporcionar información y orientación a madres y padres de familia o 
tutores sobre salud mental, factores de riesgo, señales de alerta y 
mecanismos disponibles para solicitar ayuda y atención, y 

XI. Generar y evaluar información estadística para la planeación de políticas 
públicas, con estricto apego a las disposiciones aplicables en materia de 
protección de datos personales. 
 

Las acciones de detección temprana deberán sustentarse en criterios 
técnicos y científicos y no podrán utilizarse para diagnosticar, etiquetar, 
estigmatizar, excluir, sancionar ni condicionar la inscripción, permanencia, 
promoción o certificación de las y los educandos. 

Artículo 80 Quáter. Todos los planteles de educación básica y media superior 
deberán tener acceso efectivo, periódico y verificable a servicios 
profesionales de psicología. 
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La cobertura de dichos servicios se dará de forma progresiva, de conformidad 
con los criterios técnicos que establezcan las autoridades educativas y 
sanitarias competentes, considerando, al menos: 
 
I. La matrícula del plantel; 
II. El tipo y nivel educativo; 
III. La ubicación geográfica y las condiciones de dispersión territorial; 
IV. Las condiciones de vulnerabilidad de la población atendida; 
V. La incidencia de situaciones que representen factores de riesgo para la 

salud mental y la integridad de las y los educandos; 
VI. La disponibilidad de profesionales y servicios públicos de salud mental 

en la región, y 
VII. Las necesidades específicas de la comunidad educativa. 

 
La organización de la cobertura no podrá tener como consecuencia que un 
plantel carezca de un mecanismo previamente establecido para solicitar y 
recibir intervención profesional. 

Artículo 80 Quinquies. Para garantizar el acceso a los servicios profesionales 
de psicología podrán emplearse las modalidades siguientes: 
 
I. Profesionales de la psicología con presencia permanente en el plantel; 
II. Profesionales compartidos entre distintos planteles; 
III. Equipos interdisciplinarios regionales o itinerantes; 
IV. Centros o unidades territoriales de atención; 
V. Servicios de telesalud, de conformidad con la Ley General de Salud y 

demás disposiciones aplicables, y 
VI. Otros mecanismos de coordinación con instituciones públicas del 

Sistema Nacional de Salud. 
 
Los planteles que, conforme a los criterios técnicos que establezcan los 
lineamientos generales y demás disposiciones aplicables, requieran atención 
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continua por su matrícula, necesidades específicas, condiciones de 
vulnerabilidad o incidencia de factores de riesgo, deberán contar 
progresivamente con servicios profesionales de psicología de presencia 
permanente. 
 
Las autoridades educativas y sanitarias deberán procurar que las 
modalidades de cobertura garanticen la oportunidad, accesibilidad y 
continuidad de la intervención profesional. 

Artículo 80 Sexies. Las autoridades educativas y sanitarias establecerán 
mecanismos para que cada plantel o conjunto de planteles de educación 
básica y media superior cuente con una unidad, establecimiento o instancia 
de referencia del Sistema Nacional de Salud para orientar, recibir, valorar o 
canalizar, en el ámbito de sus atribuciones, las necesidades de salud mental 
de las y los educandos que sean identificadas en los entornos escolares. 
 
La unidad, establecimiento o instancia de referencia no sustituirá los 
derechos, mecanismos de atención o servicios que correspondan a las y los 
educandos conforme a su derechohabiencia, afiliación o adscripción a 
instituciones públicas de salud, ni limitará el acceso a servicios 
especializados cuando estos resulten necesarios. 
 
La activación de los mecanismos de orientación, intervención o canalización 
deberá realizarse conforme a las disposiciones aplicables en materia de 
derechos de niñas, niños y adolescentes, consentimiento informado, 
urgencias, confidencialidad, protección de datos personales y participación 
de madres, padres de familia o tutores. 
En casos de riesgo inminente para la vida o integridad de la o el educando o 
de terceras personas, deberán activarse de inmediato los protocolos de 
protección y atención correspondientes, sin que la falta de definición sobre 
derechohabiencia, afiliación o adscripción pueda justificar la omisión o 
demora en la respuesta inicial. 
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Las autoridades sanitarias, en el ámbito de sus atribuciones, establecerán los 
mecanismos de coordinación necesarios para favorecer la continuidad de la 
atención, incluyendo la referencia y contrarreferencia cuando corresponda, de 
conformidad con la Ley General de Salud y demás disposiciones aplicables. 
 
Artículo 80 Septies. Cada plantel contará con una persona responsable de 
enlace para la activación y seguimiento de las acciones previstas en el Modelo 
Nacional para la Prevención y Atención de la Salud Mental en los Entornos 
Escolares. 
 
La persona responsable de enlace podrá formar parte del personal existente 
del plantel y deberá recibir capacitación para: 
 
I. Conocer y activar las rutas y protocolos correspondientes; 
II. Identificar señales de alerta que requieran orientación, valoración o 

intervención profesional; 
III. Facilitar la comunicación con los servicios profesionales de psicología, 

las unidades, establecimientos o instancias de salud de referencia y, 
cuando corresponda, con las madres y padres de familia o tutores, en los 
términos de las disposiciones aplicables; 

IV. Dar seguimiento, exclusivamente desde el ámbito educativo, a las 
medidas necesarias para favorecer el bienestar, la inclusión, la 
permanencia y la continuidad escolar de la o el educando, sin sustituir la 
participación que corresponda a las madres y padres de familia o tutores 
ni las funciones propias de las autoridades sanitarias, y 

V. Actuar conforme a las disposiciones aplicables en materia de 
confidencialidad y protección de datos personales. 

 
La persona responsable de enlace, así como el personal docente, directivo y 
administrativo que no cuente con la habilitación profesional correspondiente, 
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no podrá realizar diagnósticos clínicos, practicar psicoterapia, prescribir 
tratamientos ni sustituir las funciones del personal profesional de la salud. 
 
La identificación de señales de alerta por parte del personal educativo tendrá 
exclusivamente por objeto activar los mecanismos de orientación, valoración 
profesional, intervención de primer contacto o canalización que 
correspondan, diferenciando la naturaleza de cada actuación y observando, 
en su caso, la participación de las madres y padres de familia o tutores, de 
conformidad con los derechos de niñas, niños y adolescentes y demás 
disposiciones aplicables. 
 
Las autoridades educativas procurarán que la designación de la persona 
responsable de enlace recaiga preferentemente en personal que, por sus 
funciones, experiencia o formación, resulte idóneo para el cumplimiento de 
dichas tareas. 

La capacitación del personal educativo tendrá por objeto proporcionar 
herramientas para la promoción de la salud mental, la prevención, la 
identificación de señales de alerta y la activación de las rutas 
correspondientes, y en ningún caso habilitará para realizar funciones propias 
de los profesionales de la salud. 

Artículo 80 Octies. Las acciones desarrolladas en el marco del Modelo 
Nacional para la Prevención y Atención de la Salud Mental en los Entornos 
Escolares deberán garantizar el respeto a la dignidad, intimidad y protección 
de los datos personales de las y los educandos, de conformidad con la 
legislación aplicable en materia de protección de datos personales. 
 
La información relativa a la salud mental de las y los educandos no podrá 
utilizarse para: 
 
I. Imponer sanciones; 
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II. Justificar actos de discriminación o exclusión; 
III. Condicionar su inscripción, permanencia, promoción o certificación; 
IV. Difundir información entre personas integrantes de la comunidad 

educativa que no requieran conocerla para el cumplimiento de sus 
funciones, o 

V. Integrar registros escolares que generen estigmatización o perjuicios 
futuros. 

 
La prestación de servicios profesionales de salud mental se sujetará a las 
disposiciones aplicables en materia de consentimiento informado, derechos 
de niñas, niños y adolescentes, autonomía progresiva, confidencialidad, 
expediente clínico y protección de datos personales, de conformidad con la 
legislación aplicable en la materia. 
 
Cuando exista riesgo inminente para la vida o integridad de la o el educando 
o de terceras personas, deberán activarse de inmediato los protocolos de 
protección y atención correspondientes, sin perjuicio de las obligaciones de 
información y participación que correspondan a las madres y padres de 
familia, tutores y autoridades competentes. 
 
Artículo 80 Nonies. La Secretaría, en coordinación con la Secretaría de Salud, 
emitirá los lineamientos generales para la organización y funcionamiento del 
Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Salud Mental en los 
Entornos Escolares. 
 
Los lineamientos establecerán, al menos: 
 
I. Los criterios para determinar las modalidades y niveles de cobertura de 

los servicios profesionales de psicología; 
II. Los mecanismos de coordinación entre las autoridades educativas y 

sanitarias; 
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III. El procedimiento para la vinculación de los planteles con las unidades, 
establecimientos o instancias de salud de referencia; 

IV. La ruta general de detección, orientación, valoración profesional, 
intervención de primer contacto, canalización y seguimiento; 

V. Los criterios para identificar situaciones que requieran atención prioritaria 
o inmediata; 

VI. Los protocolos mínimos de actuación; 
VII. Las medidas para garantizar la confidencialidad, la protección de datos 

personales y el manejo adecuado de la información; 
VIII. Los mecanismos para garantizar la participación de las y los 

educandos, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo, 
madurez y autonomía progresiva; 

IX. Los criterios de accesibilidad, interculturalidad y pertinencia territorial; 
X. Los indicadores para evaluar la cobertura, oportunidad, accesibilidad y 

continuidad de la atención, y 
XI. Los mecanismos para la revisión y actualización periódica del Modelo. 
 
Los protocolos mínimos de actuación deberán comprender, al menos, 
situaciones de riesgo suicida, intento de suicidio, autolesiones, crisis 
emocionales graves, violencia sexual o familiar, acoso y violencia escolar, 
duelo y eventos traumáticos, trastornos de la conducta alimentaria y consumo 
problemático de sustancias. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforma el artículo 66 y se adiciona un artículo 74 

Quáter a la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 66.- En materia de salud escolar, corresponde a las autoridades sanitarias 

establecer las normas oficiales mexicanas, así como las estrategias y acciones 
necesarias para proteger y promover la salud física y mental de las y los 
educandos y de la comunidad escolar, así como para fomentar una alimentación 

nutritiva y la realización de actividad física. Las autoridades educativas y sanitarias 
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se coordinarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, para su 
aplicación. 
 
La prestación de servicios de salud a las y los educandos se efectuará de 

conformidad con las bases de coordinación que establezcan las autoridades 

sanitarias y educativas competentes. 

 

En materia de salud mental, dichas bases deberán prever mecanismos para la 
promoción y prevención, detección temprana, valoración, intervención ante 
situaciones de crisis, canalización, referencia, contrarreferencia y continuidad 
de la atención, de conformidad con esta Ley, la Ley General de Educación y 
demás disposiciones aplicables. 
 
En el diseño de las Normas Oficiales Mexicanas, estrategias y acciones a que se 
refiere el presente artículo, las autoridades sanitarias podrán promover 

mecanismos de atención a las víctimas y personas generadoras de acoso o 

violencia escolar. 

 

Artículo 74 Quáter.- Las autoridades sanitarias, en coordinación con las 
autoridades educativas, participarán en el Modelo Nacional para la Prevención 
y Atención de la Salud Mental en los Entornos Escolares y promoverán la 
vinculación de los planteles de educación básica y media superior con las 
redes integradas de servicios para la atención de la salud mental a que se 
refiere el artículo 74 de esta Ley. 
 
Para tal efecto, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán 
mecanismos de coordinación para la orientación, recepción, valoración, 
atención, referencia, contrarreferencia y continuidad de la atención de las 
personas canalizadas desde los entornos escolares, de conformidad con esta 
Ley, la Ley General de Educación y demás disposiciones aplicables. 
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Dichos mecanismos deberán prever la atención prioritaria de situaciones que 
representen riesgo para la vida o integridad de las personas, así como la 
coordinación necesaria para que la falta de disponibilidad inmediata de 
atención especializada no interrumpa la orientación, el acompañamiento o el 
proceso de canalización correspondiente. 
 
La coordinación prevista en este artículo deberá respetar la confidencialidad 
de la información relativa a la salud de las personas y la legislación aplicable 
en materia de protección de datos personales. 
 
La información que, en su caso, se proporcione al plantel educativo como 
parte del proceso de contrarreferencia deberá limitarse a la estrictamente 
necesaria para adoptar medidas de apoyo, inclusión, protección, permanencia 
y continuidad escolar, y no comprenderá diagnósticos, notas clínicas ni 
información terapéutica que no resulte indispensable para tales fines. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Se reforma la fracción XVI del artículo 50 de la Ley General 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 50. ... 

I. a XV. ... 

XVI. Establecer medidas para la promoción y protección de la salud mental, la 
prevención y detección temprana de factores de riesgo, así como para que en 
los servicios de salud se detecten y atiendan de manera especial los casos de 
niñas, niños y adolescentes con necesidades o problemas de salud mental. 
Asimismo, establecer mecanismos de coordinación entre las autoridades 
sanitarias y educativas para garantizar, en los entornos escolares, el acceso 
oportuno a acciones de orientación, atención psicológica de primer contacto, 
intervención ante situaciones de crisis, canalización y seguimiento; 

XVII. …  
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XVIII. … 

… 

… 

… 

TRANSITORIOS 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría de Educación Pública, en coordinación con la Secretaría 

de Salud, deberá emitir los lineamientos generales para la organización y 

funcionamiento del Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Salud 

Mental en los Entornos Escolares dentro de los ciento ochenta días naturales 

siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

Para la elaboración de los lineamientos se promoverá la participación de las 

autoridades educativas y sanitarias de las entidades federativas, especialistas en 

salud mental y educación, instituciones académicas, organizaciones de la sociedad 

civil, asociaciones de madres y padres de familia, así como niñas, niños y 

adolescentes, de conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo, 

madurez y autonomía progresiva. 

Tercero. La implementación del Modelo Nacional para la Prevención y Atención de 

la Salud Mental en los Entornos Escolares se realizará de manera gradual y 

progresiva. 

Para determinar el orden de implementación se considerarán, entre otros, los 

siguientes criterios: 

I. La matrícula de los planteles; 
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II. La incidencia de situaciones de riesgo para la salud mental y la integridad de las 

y los educandos; 

III. Las condiciones de marginación o vulnerabilidad social de las comunidades; 

IV. La ubicación de los planteles en comunidades rurales, indígenas, afromexicanas, 

aisladas o con insuficiencia de servicios de salud mental, y 

V. Las demás necesidades que determinen las autoridades competentes con base 

en criterios técnicos y objetivos. 

Cuarto. Las autoridades educativas y sanitarias de las entidades federativas 

deberán elaborar, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la emisión 

de los lineamientos generales, un diagnóstico de cobertura y capacidad instalada 

para la implementación del Modelo en sus respectivos territorios. 

El diagnóstico deberá identificar, al menos: 

I. Los planteles que ya cuenten con servicios profesionales de psicología; 

II. Los planteles que, conforme a los criterios establecidos en los lineamientos, 

requieran servicios profesionales de presencia permanente; 

III. Las zonas susceptibles de ser atendidas mediante profesionales compartidos, 

equipos regionales o itinerantes; 

IV. La disponibilidad territorial de unidades y servicios públicos de salud mental; 

V. Las necesidades de formación, capacitación y contratación de personal, y 

VI. Las zonas en las que resulte necesario implementar mecanismos de telesalud. 

Quinto. Las autoridades educativas y sanitarias competentes deberán establecer 

progresivamente la vinculación de los planteles de educación básica y media 

superior con las unidades o establecimientos de salud de referencia, conforme a las 

etapas y plazos que determinen los lineamientos generales. 
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Sexto. Las autoridades educativas y sanitarias competentes deberán armonizar sus 

protocolos y disposiciones administrativas con lo establecido en el presente Decreto 

y en los lineamientos generales dentro del año siguiente a la emisión de estos 

últimos. 

Séptimo. La implementación de las disposiciones del presente Decreto que 

impliquen la ampliación de servicios, contratación de personal o desarrollo de 

infraestructura se realizará de manera gradual y progresiva, conforme a la 

disponibilidad presupuestaria y a las asignaciones aprobadas en los presupuestos 

de egresos correspondientes. 

Las autoridades competentes deberán considerar las necesidades derivadas de la 

implementación del presente Decreto en sus procesos de planeación, programación 

y presupuestación, atendiendo al principio de progresividad de los derechos 

humanos. 

Octavo. Las disposiciones del presente Decreto no podrán interpretarse en el 

sentido de atribuir al personal docente, directivo o administrativo de los planteles 

educativos funciones clínicas, diagnósticas o terapéuticas propias de los 

profesionales de la salud. 

Noveno. Los derechos laborales y profesionales del personal educativo y de salud 

serán respetados en todo momento. La designación como persona responsable de 

enlace no implicará la asignación de funciones clínicas ni terapéuticas. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de 2026. 

 

 

 
DIPUTADA DIANA ESTEFANÍA GUTIÉRREZ VALTIERRA 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 
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